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ción de la UE-7 Barrio Vega, promovido por GT y Cantorreal
Promociones, S.L., por lo que se somete a información pú-
blica por espacio de 20 días, para que en dicho plazo se
puedan formular las alegaciones por los particulares.

Así mismo la publicación del presente edicto en el Bo-
letín Oficial de la Provincia, servirá de notificación para
los interesados desconocidos o que se ignore su domici-
lio, a los efectos previstos en el artículo 59.4 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico y
Procedimiento Administrativo Común.

Monachil, 22 de marzo de 2004.-El Alcalde, fdo: Fran-
cisco Lara de la Plaza.

NUMERO 3.018

AYUNTAMIENTO DE MONACHIL (Granada)

EDICTO

ORDENANZA FISCAL GENERAL

SECCION I: DISPOSICIONES GENERALES.
Artículo 1. Objeto.
1. La presente Ordenanza General, dictada al amparo

de lo previsto en el artículo 106.2 de la Ley 7/1.985, de 2
de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, con-
tiene normas comunes que se considerarán parte inte-
grante de las Ordenanzas Fiscales y de los Reglamentos
Interiores que se puedan dictar relativos a la gestión, re-
caudación e inspección de los ingresos de derecho pú-
blico municipales.

2. Se dicta esta ordenanza para:
a) Regular aquellos aspectos comunes a diversas Orde-

nanzas Fiscales, evitando así la reiteración de los mismos.
b) Regular las materias que precisan de concreción o

desarrollo por parte del Ayuntamiento.
Artículo 2. Ambito de aplicación.
1. La presente ordenanza se aplicará en la gestión de

los ingresos de derecho público cuya titularidad corres-
ponda al Ayuntamiento.

2. Esta ordenanza, así como las demás Ordenanzas
Fiscales, obligarán en el término municipal de Monachil
mientras esté vigente.

3. Por decreto del Alcalde se podrá dictar disposicio-
nes interpretativas y aclaratorias de esta ordenanza y de
las ordenanzas reguladoras de cada exacción.

SECCION II: NORMAS SOBRE GESTION RECAUDATORIA.
CAPITULO I. CONCESION DE BENEFICIOS FISCALES.
Artículo 3. Solicitud.
1. La concesión o denegación de exenciones, reduc-

ciones o bonificaciones se ajustará a la normativa especi-
fica de cada tributo, sin que en ningún caso pueda admi-
tirse la analogía para extender, más allá de sus términos
estrictos, el ámbito de las exenciones o bonificaciones.

2. Salvo previsión legal expresa en contra, la conce-
sión de beneficios fiscales tiene carácter rogado, por lo
que los mismos deberán ser solicitados, mediante ins-
tancia dirigida al Alcalde, que deberá acompañarse de la
fundamentación que el solicitante considere suficiente.

3. Con carácter general, la concesión de beneficios fis-
cales no tendrá carácter retroactivo, por lo que sus efec-
tos comenzarán a operar desde el momento en que por
primera vez tenga lugar el devengo del tributo, con pos-
terioridad a la solicitud de concesión del beneficio fiscal.

4. El Servicio de Gestión Tributaria tramitará el expe-
diente, elaborando propuesta de resolución que se ele-
vará al Alcalde, a quien compete adoptar el acuerdo de
concesión o denegación del beneficio fiscal.

5. La Intervención establecerá el procedimiento para
verificar que se cumple la caducidad de beneficios fisca-
les, cuando ha llegado su término de disfrute.

Artículo 4. Bonificación por domiciliación de deudas o
anticipo del pago.

1. Se bonificarán un 3 por 100 de la cuota a favor de
los sujetos pasivos que domicilien sus deudas o antici-
pen el pago de los siguientes conceptos: Impuesto so-
bre Bienes Inmuebles, Impuesto sobre Vehículos de
Tracción Mecánica, Agua, Alcantarillado y Basura.

2. Se bonificarán de oficio las cuotas a que se refiere
el apartado anterior y que estuvieran domiciliadas a la
entrada en vigor de esta ordenanza.

CAPITULO II. APLAZAMIENTOS Y FRACCIONAMIENTOS.
Artículo 5. Solicitud.
1. La solicitud de aplazamiento y fraccionamiento se

dirigirá al Alcalde a quien corresponde la apreciación de
la situación económico-financiera del obligado al pago,
en relación a la posibilidad de satisfacer los débitos.

2. El Alcalde dispondrá lo necesario para que las soli-
citudes referidas en el punto anterior se formulen en do-
cumento específico, en el que se indiquen los criterios
los criterios de concesión y denegación de aplazamien-
tos, así como la necesidad de fundamentar las dificulta-
des económico-financieras, aportando los documentos
que se crean convenientes.

3. Será preciso detallar la garantía que se ofrece o, en
su caso, la imposibilidad de constituir afianzamiento y,
también, acreditar las dificultades económicas.

Artículo 6. Garantías.
1. La garantía cubrirá el importe del principal y de los

interese de demora que genere el aplazamiento, más un
25 por ciento de la suma de ambas partidas.

2. Se aceptarán las siguientes garantías:
a) Aval solidario de entidades de depósito que cubra

el importe de la deuda y de los intereses de demora cal-
culados. El término de este aval deberá exceder en 6 me-
ses, al menos, al vencimiento de los plazos concedidos y
estará debidamente intervenido.

b) Certificaciones de obra aprobadas por el Ayunta-
miento, cuyo pago quedará retenido en tanto no se can-
cele la deuda afianzada.

3. En las deudas de importe inferior a 1.502 euros,
además de las garantías exigidas en el apartado 2, se po-
drá admitir la fianza personal y solidaria de un vecino del
municipio.

4. La garantía deberá aportarse en el plazo de treinta
días siguientes al de la notificación del acuerdo de conce-
sión. Transcurrido este plazo sin formalizar la garantía, se
exigirá inmediatamente por la vía de apremio la deuda
con sus intereses y el recargo de apremio, siempre que
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haya concluido el período reglamentario de ingreso. Si el
aplazamiento se hubiese solicitado en período ejecutivo,
se continuará el procedimiento de apremio.

5. En supuestos de verdadera necesidad se podrá dis-
pensar por el Alcalde de aportar garantía.

6. Cuando se conceda un aplazamiento sin prestación
de garantía, podrá ordenarse la retención cautelar de los
pagos que el Ayuntamiento deba efectuar al deudor.

Si la deuda aplazada es superior a 1.502 euros, podrá
ordenarse la anotación de embargo preventivo de bienes
del deudor en los registros públicos correspondientes.

7. Cuando en el procedimiento ejecutivo se haya reali-
zado anotación preventiva de embargo en registro pú-
blico de bienes de valor suficiente, a juicio del Tesorero,
se considerará garantizada la deuda y no será necesario
aportar nueva garantía.

Artículo 7. Organos competentes para su concesión.
1. La concesión y denegación de aplazamientos y frac-

cionamientos de pago es competencia del Alcalde.
2. El acuerdo de concesión especificará la clase de ga-

rantía que el solicitante deberá aportar o, en su caso, la
dispensa de esta obligación.

3. Si se deniega el aplazamiento o fraccionamiento, se
notificará al solicitante que la deuda deberá pagarse,
junto con los intereses devengados hasta la fecha de la
resolución, en estos plazos:

a) Si se notifica entre los días 1 y 15 del mes, hasta el
día 20 de dicho mes.

b) Si se notifica entre los días 16 y último de cada mes,
hasta el día 5 del mes siguiente.

Si no hubiera transcurrido el período reglamentario
de ingreso y el pago se produce dentro del mismo, no se
liquidarán interese de demora.

4. El importe mínimo de la cuota resultante del frac-
cionamiento, así como el número de plazos máximos se-
rán los que prevean en las correspondientes bases de
ejecución del presupuesto.

Artículo 8: Intereses de demora
1. De acuerdo con el artículo 10 de la Ley 39/1988, de

28 de diciembre, no se exigirán intereses de demora en
los acuerdos de aplazamiento o fraccionamiento de pago
que hubieran sido solicitados en periodo voluntario,
siempre que el pago total de las mismas se produzca en
el mismo ejercicio que el de su devengo y que sean deu-
das de los siguientes conceptos: Impuestos de Bienes In-
muebles, Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecá-
nica, Impuesto de Actividades Económicas y Tasas por
Agua, Alcantarillado y Basura.

CAPITULO III. CREDITOS INCOBRABLES.
Artículo 9. Principio de proporcionalidad.
1. A efectos de respetar el principio de proporcionali-

dad entre importe de la deuda y medios utilizados para su
realización, con carácter general y siempre que se cuente
con N.I.F. del deudor y se haya practicado validamente la
notificación, si fuere preciso para la realización del crédito
tributario, se podrán ordenar las siguientes actuaciones:

a) Embargo de fondos de cuentas corrientes, cuando
la deuda sea superior a 30 euros.

b) Embargo de salarios, cuando la deuda sea superior
a 150 euros.

c) Embargo de bienes, cuando la deuda sea superior a
600 euros.

2. Sin perjuicio del criterio general reflejado en el apar-
tado anterior, cuando el deudor haya solicitado la altera-
ción del orden de embargo de sus bienes, se respetará el
contenido de tal solicitud, siempre que con ello, a criterio
del órgano de recaudación, la realización del débito no se
vea dificultada.

3. Cuando el procedimiento recaudatorio afecte a in-
gresos no tributarios, se considerarán las particulares
circunstancias de la deuda.

4. Cuando el resultado de dichas actuaciones sea ne-
gativo, se formulará propuesta de declaración de crédito
incobrable.

Artículo 10. Situación de insolvencia.
1. Son créditos incobrables aquellos que no pueden

hacerse efectivos en el procedimiento de gestión recau-
datoria, por resultar fallidos los obligados al pago o por
haberse realizado, con resultado infructuoso, las actua-
ciones previstas en los puntos 1 y 2 del artículo anterior.

2. Cuando se hayan declarado fallidos los obligados al
pago y responsables, se declararán provisionalmente
extinguidas las deudas, en tanto no se rehabiliten en el
plazo de prescripción. La deuda quedará definitivamente
extinguida si no se hubiera rehabilitado en aquel plazo.

3. Declarado fallido un deudor, los créditos contra el
mismo de vencimiento posterior serán dados de baja
por referencia a dicha declaración, si no existen otros
obligados o responsables.

4. A efectos de declaración de créditos incobrables, el
Jefe de Unidad de Recaudación documentará debida-
mente los expedientes, formulando propuesta que, con
la conformidad del Tesorero, se someterá a fiscalización
de la Intervención y aprobación de la Alcaldía. En base a
los criterios de economía y eficacia en la gestión recau-
datoria, se detalla a continuación la documentación a in-
corporar en los expedientes para la declaración de cré-
dito incobrable, en función de la cuantía de los mismos.

Artículo 11. Criterios a aplicar en la formulación de
propuestas de declaración de créditos incobrables con
antigüedad superior a dos años.

1. Con la finalidad de conjugar el respeto al principio
de legalidad procedimental con el de eficacia administra-
tiva, se establecen los requisitos y condiciones que ha-
brán de verificarse con carácter previo a la propuesta de
declaración de créditos incobrables.

2. La documentación justificativa será diferente en
función de los importes y características de la deuda,
distinguiéndose los siguientes supuestos:

2.1. Expedientes por deudas acumuladas con antigüe-
dad superior a dos años, de importe inferior a 30 euros,
sin que el deudor lo sea por otros conceptos liquidados
con posterioridad.

Se formulará propuesta en cualquiera de los siguien-
tes casos:

a) Intentada la notificación en todos los domicilios que
figuren en los valores y en el domicilio que consta en el
Padrón de Habitantes, resulte el deudor desconocido.

b) Intentada la notificación en los domicilios señala-
dos en el apartado a) en distintas ocasiones resulte au-
sente, siempre que se carezca de N.I.F.
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c) Disponiendo de N.I.F. del deudor se ha intentado la
notificación en la forma y con el resultado señalado en el
apartado b) y, también, se ha intentado el embargo de
fondos en distintas entidades bancarias, con resultado
negativo.

2.2. Expedientes por deudas acumuladas con antigüe-
dad superior a dos años, de importe inferior a 30 euros,
correspondientes a un deudor que debe otros conceptos
liquidados con posterioridad.

DISPOSICION FINAL.
1. Esta ordenanza entrará en vigor el día siguiente al

de su publicación en el Boletín Oficial de la Provincia y
continuará vigente mientras no se acuerdo su deroga-
ción o modificación.

NUMERO 3.032

AYUNTAMIENTO DE MONTEJICAR
(Granada)

EDICTO

D. Manuel Ramos Salcedo, Alcalde-Presidente del
Excmo. Ayuntamiento de Montejícar (Granada) hace pú-
blico que, contra el acuerdo adoptado el 23 de diciembre
de 2003 por el que se efectuó la aprobación inicial del
Presupuesto General para el ejercicio 2004 y de la planti-
lla que comprende todos los puestos de trabajo reserva-
dos a funcionarios, personal laboral y eventual, no se ha
presentado reclamación alguna, por lo que se considera
definitivamente aprobado. Transcribiéndose a continua-
ción de conformidad con lo dispuesto en el artículo 150-3
de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las
Haciendas Locales, el resumen por capítulos de cada pre-
supuesto que lo integran:

1.- Presupuesto General
1.1. Ingresos
Capítulos Denominación Euros

1 Impuestos directos 173.469,27
2 Impuestos indirectos 1.338,04
3 Tasas y otros ingresos 7.744,95
4 Transferencias corrientes 375.528,20
5 Ingresos patrimoniales 11.029,04
6 Enajenación de inversiones reales —-
7 Transferencias de capital 252.425,08
8 Activos financieros —-
9 Pasivos financieros —-

Total de Ingresos 1.021.534,58
1.2. Gastos
Capítulos Denominación Euros

1  Gastos de personal 266.444,54
2 Gastos en bienes corrientes 306.289,77 

y servicios 
3 Gastos financieros 3.606,07
4 Transferencias corrientes 115.499,34
6 Inversiones reales 305.881,70
7 Transferencias de capital 16.000,00
8 Activos financieros —-

9 Pasivos financieros 7.813,16
Total de Ingresos 1.021.534,58

Plantilla de Personal de la Entidad
A) Funcionarios de Carrera Nº Grupo
I. Con habilitación de carácter nacional
I.1 Secretario 1 B
II. Administración General
II.1 Subescala Administrativa 2 C
II.2 Subescala Auxiliar 1 D
III. Administración Especial
III.2 Subescala de Servicios Especiales
III.2.1 Policía Local 2 C

Contra la aprobación definitiva del Presupuesto podrá
interponerse directamente recurso contencioso-adminis-
trativo, en la forma y plazos que establecen las normas de
dicha jurisdicción, de conformidad con lo dispuesto en el
número 1, del artículo 152 de la Ley 39/1988, de 28 de di-
ciembre, reguladora de las Haciendas locales.

Montejícar, 16 de febrero de 2004.- El Alcalde-Presi-
dente, Fdo. Manuel Ramos Salcedo.

NUMERO 3.030

AYUNTAMIENTO DE OGIJARES (Granada)

EDICTO

Por medio de la presente se hace constar que el Ayun-
tamiento Pleno en sesión celebrada en fecha 4 de marzo
de 2004, entre otros, se adoptó el siguiente acuerdo:

“PRIMERO: Aprobar definitivamente el estudio de de-
talle de la UE nº 24 para precisar y ajustar las determina-
ciones contenidas en el PGOU de Ogíjares, promovido
por BIGESVI, S.L., y redactado por el Arquitecto D. Ma-
nuel López Torres, de acuerdo con el artículo 32 y 33 de
la Ley 7/2002 de Ordenación Urbanística de Andalucía.

SEGUNDO: De conformidad con lo dispuesto en el ar-
tículo 41 de la Ley 7/2002 de 17 de diciembre de Ordena-
ción Urbanística de Andalucía y del artículo 86 de la Ley
30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, el acuerdo de aprobación definitiva se
notificará a los interesados y se publicará en el Boletín
Oficial de la Provincia.”

Lo que se hace público para el general conocimiento,
haciendo constar de manera expresa que contra el ante-
rior acuerdo, se podrá interponer recurso potestativo de
reposición ante este Ayuntamiento de Ogíjares en el plazo
de un mes contado a partir de la recepción de la presente;
o en su caso, se podrá interponer recurso contencioso-ad-
ministrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (Granada),
o ante los Juzgados de lo contencioso-administrativo de
Granada, según proceda, en el plazo de dos meses conta-
dos a partir de la recepción de la presente. No obstante
podrá interponerse cualquier recurso que se estime pro-
cedente.


